
 

La UDEF lanza una operación con registros en varios ayuntamientos por la 
contratación irregular de semáforos (España)

Fuente: La vanguardia

En concreto, el Juzgado de Instrucción 2 de Badalona ha autorizado la práctica de entradas y registros en los ayuntamientos de los siguientes 
municipios: Alcobendas, Arroyomolinos, Fuenlabrada, Huesca, Illescas, Lérida, Majadahonda, Mollet del Vallès, Oviedo, Parla, Pinto, Plasencia, Tiana, 
Vélez Málaga, Villanueva de la Cañada, León, Palencia, Teruel, Torrelodones y Villaquilambre.

De las varias detenciones realizadas, en un primer momento hay 15 entre los que se cuentan empresarios y cargos públicos, que pasarán a disposición 
del titular del juzgado de instrucción 2 de Badalona en los próximos días.

El caso arrancó hace dos años en Catalunya y se ha extendido a toda España. A instancia de la Fiscalía Especial contra la Corrupción y la Criminalidad 
Organizada, el Juzgado de Instrucción 2 de Badalona ha se han producido 49 entradas y registros en varios ayuntamientos, despachos y sociedades 
así como 19 requerimientos de documentación en varios municipios de, como mínimo, 5 comunidades autónomas para completar la investigación sobre 
la empresa Aplicaciones Gespol S.L. (integrada actualmente en el grupo Valoriza Servicios Medioambientales) quien habría obtenido la adjudicación de 
diversos contratos administrativos vinculados principalmente a la gestión policial en el ámbito local, informa la Fiscalía en un comunicado.

En el operativo, liderado por agentes de la Unidad de Delincuencia Económica y Fiscal (UDEF) junto con la Fiscalía Anticorrupción, se prevé 
detenciones principalmente en Madrid, Barcelona, Oviedo y León, según las citadas fuentes.

La Policía Nacional ha lanzado este martes a primera hora una operación anticorrupción con registros en varios ayuntamientos de ciudades 
de toda España por presuntas irregularidades en la contratación de semáforos. La trama, que afectaría a unas 40 ciudades de toda España con 
gobiernos municipales de distinto signo, presuntamente amañaba adjudicaciones públicas para favorecer a una filial del grupo Sacyr, ha adelantado El 
Confidencial.


